
LEY 1564 DE 2012 

 

Diario Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012 

 

CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

 

Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones. 

 

Resumen de Notas de Vigencia 

 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

 

DECRETA: 

 

TÍTULO PRELIMINAR.  

 

DISPOSICIONES GENERALES.  

 

ARTÍCULO 1o. OBJETO. Este código regula la actividad procesal en los asuntos civiles, comerciales, 
de familia y agrarios. Se aplica, además, a todos los asuntos de cualquier jurisdicción o 
especialidad y a las actuaciones de particulares y autoridades administrativas, cuando ejerzan 
funciones jurisdiccionales, en cuanto no estén regulados expresamente en otras leyes. 
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ARTÍCULO 2o. ACCESO A LA JUSTICIA. Toda persona o grupo de personas tiene derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva para el ejercicio de sus derechos y la defensa de sus intereses, con sujeción 
a un debido proceso de duración razonable. Los términos procesales se observarán con diligencia y 
su incumplimiento injustificado será sancionado. 
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ARTÍCULO 3o. PROCESO ORAL Y POR AUDIENCIAS. Las actuaciones se cumplirán en forma oral, 
pública y en audiencias, salvo las que expresamente se autorice realizar por escrito o estén 
amparadas por reserva. 
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ARTÍCULO 4o. IGUALDAD DE LAS PARTES. El juez debe hacer uso de los poderes que este código le 
otorga para lograr la igualdad real de las partes. 



 

Concordancias 
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ARTÍCULO 5o. CONCENTRACIÓN. El juez deberá programar las audiencias y diligencias de manera 
que el objeto de cada una de ellas se cumpla sin solución de continuidad. No podrá aplazar una 
audiencia o diligencia, ni suspenderla, salvo por las razones que expresamente autoriza este 
código. 

 

Concordancias 
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ARTÍCULO 6o. INMEDIACIÓN. El juez deberá practicar personalmente todas las pruebas y las 
demás actuaciones judiciales que le correspondan. Solo podrá comisionar para la realización de 
actos procesales cuando expresamente este código se lo autorice. 

 

Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido respecto de las pruebas extraprocesales, las pruebas 
trasladadas y demás excepciones previstas en la ley. 
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ARTÍCULO 7o. LEGALIDAD. Los jueces, en sus providencias, están sometidos al imperio de la ley. 
Deberán tener en cuenta, además, la equidad, la costumbre, la jurisprudencia y la doctrina. 

 

Cuando el juez se aparte de la doctrina probable, estará obligado a exponer clara y 
razonadamente los fundamentos jurídicos que justifican su decisión. De la misma manera 
procederá cuando cambie de criterio en relación con sus decisiones en casos análogos. 

 

El proceso deberá adelantarse en la forma establecida en la ley. 
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ARTÍCULO 8o. INICIACIÓN E IMPULSO DE LOS PROCESOS. Los procesos solo podrán iniciarse a 
petición de parte, salvo los que la ley autoriza promover de oficio. 

 

Con excepción de los casos expresamente señalados en la ley, los jueces deben adelantar los 
procesos por sí mismos y son responsables de cualquier demora que ocurra en ellos si es 
ocasionada por negligencia suya. 
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ARTÍCULO 9o. INSTANCIAS. Los procesos tendrán dos instancias a menos que la ley establezca una 
sola. 

 

Concordancias 
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ARTÍCULO 10. GRATUIDAD. <Ver Notas del Editor> El servicio de justicia que presta el Estado será 
gratuito, sin perjuicio del arancel judicial y de las costas procesales. 

 

Notas del Editor 
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ARTÍCULO 11. INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PROCESALES. Al interpretar la ley procesal el juez 
deberá tener en cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos 
reconocidos por la ley sustancial. Las dudas que surjan en la interpretación de las normas del 
presente código deberán aclararse mediante la aplicación de los principios constitucionales y 
generales del derecho procesal garantizando en todo caso el debido proceso, el derecho de 
defensa, la igualdad de las partes y los demás derechos constitucionales fundamentales. El juez se 
abstendrá de exigir y de cumplir formalidades innecesarias. 
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ARTÍCULO 12. VACÍOS Y DEFICIENCIAS DEL CÓDIGO. Cualquier vacío en las disposiciones del 
presente código se llenará con las normas que regulen casos análogos. A falta de estas, el juez 
determinará la forma de realizar los actos procesales con observancia de los principios 
constitucionales y los generales del derecho procesal, procurando hacer efectivo el derecho 
sustancial. 
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ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES. Las normas procesales son de orden 
público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso podrán ser derogadas, 
modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo autorización expresa de la ley. 



 

Las estipulaciones de las partes que establezcan el agotamiento de requisitos de procedibilidad 
para acceder a cualquier operador de justicia no son de obligatoria observancia. El acceso a la 
justicia sin haberse agotado dichos requisitos convencionales, no constituirá incumplimiento del 
negocio jurídico en donde ellas se hubiesen establecido, ni impedirá al operador de justicia 
tramitar la correspondiente demanda. 

 

Las estipulaciones de las partes que contradigan lo dispuesto en este artículo se tendrán por no 
escritas. 
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ARTÍCULO 14. DEBIDO PROCESO. El debido proceso se aplicará a todas las actuaciones previstas en 
este código. Es nula de pleno derecho la prueba obtenida con violación del debido proceso. 

 

LIBRO PRIMERO.  

 

SUJETOS DEL PROCESO.  

 

SECCIÓN PRIMERA.  

 

ÓRGANOS JUDICIALES Y SUS AUXILIARES.  

 

TÍTULO I.  

 

JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA.  

 

CAPÍTULO I.  

 

COMPETENCIA.  
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ARTÍCULO 15. CLÁUSULA GENERAL O RESIDUAL DE COMPETENCIA. Corresponde a la jurisdicción 
ordinaria, el conocimiento de todo asunto que no esté atribuido expresamente por la ley a otra 
jurisdicción. 

 

Corresponde a la jurisdicción ordinaria en su especialidad civil, el conocimiento de todo asunto 
que no esté atribuido expresamente por la ley a otra especialidad jurisdiccional ordinaria. 

 

Corresponde a los jueces civiles del circuito todo asunto que no esté atribuido expresamente por 
la ley a otro juez civil. 
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ARTÍCULO 16. PRORROGABILIDAD E IMPRORROGABILIDAD DE LA JURISDICCIÓN Y LA 
COMPETENCIA. La jurisdicción y la competencia por los factores subjetivo y funcional son 
improrrogables. Cuando se declare, de oficio o a petición de parte, la falta de jurisdicción o la falta 
de competencia por los factores subjetivo o funcional, lo actuado conservará validez, salvo la 
sentencia que se hubiere proferido que será nula, y el proceso se enviará de inmediato al juez 
competente. Lo actuado con posterioridad a la declaratoria de falta de jurisdicción o de 
competencia será nulo. 

 

La falta de competencia por factores distintos del subjetivo o funcional es prorrogable cuando no 
se reclame en tiempo, y el juez seguirá conociendo del proceso. Cuando se alegue oportunamente 
lo actuado conservará validez y el proceso se remitirá al juez competente. 

 

Concordancias 
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ARTÍCULO 17. COMPETENCIA DE LOS JUECES CIVILES MUNICIPALES EN ÚNICA INSTANCIA. Los 
jueces civiles municipales conocen en única instancia: 

 

1. De los procesos contenciosos de mínima cuantía, incluso los originados en relaciones de 
naturaleza agraria, salvo los que correspondan a la jurisdicción contencioso administrativa. 

 

Notas de Vigencia 
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También conocerán de los procesos contenciosos de mínima cuantía por responsabilidad médica, 
de cualquier naturaleza y origen, sin consideración a las partes, salvo los que correspondan a la 
jurisdicción contencioso administrativa. 

 

2. De los procesos de sucesión de mínima cuantía, sin perjuicio de la competencia atribuida por la 
ley a los notarios. 

 

3. De la celebración del matrimonio civil, sin perjuicio de la competencia atribuida a los notarios. 

 

4. De los conflictos que se presenten entre los copropietarios o tenedores del edificio o conjunto o 
entre ellos y el administrador, el consejo de administración, o cualquier otro órgano de dirección o 
control de la persona jurídica, en razón de la aplicación o de la interpretación de la ley y del 
reglamento de propiedad horizontal. 

 

5. De los casos que contemplan los artículos 913, 914, 916, 918, 931, 940 primer inciso, 1231, 1469 
y 2026 del Código de Comercio. 

 

6. De los asuntos atribuidos al juez de familia en única instancia, cuando en el municipio no haya 
juez de familia o promiscuo de familia. 

 

7. De todos los requerimientos y diligencias varias, sin consideración a la calidad de las personas 
interesadas. 

 

8. De los que conforme a disposición especial deba resolver el juez con conocimiento de causa, o 
breve y sumariamente, o a su prudente juicio, o a manera de árbitro. 

 

9. De las controversias que se susciten en los procedimientos de insolvencia de personas naturales 
no comerciantes y de su liquidación patrimonial, sin perjuicio de las funciones jurisdiccionales 
otorgadas a las autoridades administrativas. 
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10. Los demás que les atribuya la ley. 

 

PARÁGRAFO. Cuando en el lugar exista juez municipal de pequeñas causas y competencia 
múltiple, corresponderán a este los asuntos consagrados en los numerales 1, 2 y 3. 

 

Concordancias 
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ARTÍCULO 18. COMPETENCIA DE LOS JUECES CIVILES MUNICIPALES EN PRIMERA INSTANCIA. Los 
jueces civiles municipales conocen en primera instancia: 

 

1. <Inciso corregido por el artículo 1 del Decreto 1736 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> De 
los procesos contenciosos de menor cuantía, incluso los originados en relaciones de naturaleza 
agraria, salvo los que correspondan a la jurisdicción contencioso administrativa.  

 

Notas de Vigencia 

 

Legislación Anterior 

 

También conocerán de los procesos contenciosos de menor cuantía por responsabilidad médica, 
de cualquier naturaleza y origen, sin consideración a las partes, salvo los que correspondan a la 
jurisdicción contencioso administrativa. 
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2. De los posesorios especiales que regula el Código Civil. 

 

3. De los procesos especiales para el saneamiento de la titulación de la propiedad inmueble de que 
trata la Ley 1182 de 2008, o la que la modifique o sustituya. 
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4. De los procesos de sucesión de menor cuantía, sin perjuicio de la competencia atribuida por la 
ley a los notarios. 

 

5. De las diligencias de apertura y publicación de testamento cerrado, o del otorgado ante cinco 
(5) testigos, y de la reducción a escrito de testamento verbal, sin perjuicio de la competencia 
atribuida por la ley a los notarios. 

 

6. De la corrección, sustitución o adición de partidas de estado civil o de nombre o anotación del 
seudónimo en actas o folios del registro de aquel, sin perjuicio de la competencia atribuida por la 
ley a los notarios. 

 

7. A prevención con los jueces civiles del circuito, de las peticiones sobre pruebas extraprocesales, 
sin consideración a la calidad de las personas interesadas, ni a la autoridad donde se hayan de 
aducir. 

 

Concordancias 
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ARTÍCULO 19. COMPETENCIA DE LOS JUECES CIVILES DEL CIRCUITO EN ÚNICA INSTANCIA. Los 
jueces civiles del circuito conocen en única instancia: 

 

1. De los procesos relativos a propiedad intelectual previstos en leyes especiales como de única 
instancia. 

 

2. De los trámites de insolvencia no atribuidos a la Superintendencia de Sociedades y, a 
prevención con esta, de los procesos de insolvencia de personas naturales comerciantes. 

 

3. De la actuación para el nombramiento de árbitros, cuando su designación no pudo hacerse de 
común acuerdo por los interesados y no la hayan delegado a un tercero. 
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ARTÍCULO 20. COMPETENCIA DE LOS JUECES CIVILES DEL CIRCUITO EN PRIMERA INSTANCIA. Los 
jueces civiles del circuito conocen en primera instancia de los siguientes asuntos: 

 



1. <Inciso corregido por el artículo 2 del Decreto 1736 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> De 
los contenciosos de mayor cuantía, incluso los originados en relaciones de naturaleza agraria salvo 
los que le correspondan a la jurisdicción contencioso administrativa.  

 

Notas de Vigencia 

 

Legislación Anterior 

 

También conocerán de los procesos contenciosos de mayor cuantía por responsabilidad médica, 
de cualquier naturaleza y origen, sin consideración a las partes, salvo los que correspondan a la 
jurisdicción contencioso administrativa. 

 

Notas de Vigencia 

 

2. De los relativos a propiedad intelectual que no estén atribuidos a la jurisdicción contencioso 
administrativa, sin perjuicio de las funciones jurisdiccionales que este código atribuye a las 
autoridades administrativas. 

 

3. De los de competencia desleal, sin perjuicio de las funciones jurisdiccionales atribuidas a las 
autoridades administrativas. 

 

4. De todas las controversias que surjan con ocasión del contrato de sociedad, o por la aplicación 
de las normas que gobiernan las demás personas jurídicas de derecho privado, así como de los de 
nulidad, disolución y liquidación de tales personas, salvo norma en contrario. 

 

5. De los de expropiación. 

 

6. De los atribuidos a los jueces de familia en primera instancia, cuando en el circuito no exista juez 
de familia o promiscuo de familia. 

 

7. De las acciones populares y de grupo no atribuidas a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo. 

 



8. De la impugnación de actos de asambleas, juntas directivas, juntas de socios o de cualquier otro 
órgano directivo de personas jurídicas sometidas al derecho privado, sin perjuicio de la 
competencia atribuida a las autoridades administrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales. 

 

9. <Numeral corregido por el artículo 3 del Decreto 1736 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> 
De los procesos de mayor cuantía relacionados con el ejercicio de los derechos de los 
consumidores.  

 

Notas de Vigencia 
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Legislación Anterior 

 

10. A prevención con los jueces civiles municipales, de las peticiones sobre pruebas 
extraprocesales, sin consideración a la calidad de las personas interesadas, ni a la autoridad donde 
se hayan de aducir. 

 

11. De los demás procesos o asuntos que no estén atribuidos a otro juez. 

 

Concordancias 
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ARTÍCULO 21. COMPETENCIA DE LOS JUECES DE FAMILIA EN ÚNICA INSTANCIA. Los jueces de 
familia conocen en única instancia de los siguientes asuntos: 

 

1. De la protección del nombre de personas naturales. 

 

2. De la suspensión y restablecimiento de la vida en común de los cónyuges y la separación de 
cuerpos y de bienes por mutuo acuerdo, sin perjuicio de la competencia atribuida a los notarios. 

 

3. De la custodia, cuidado personal y visitas de los niños, niñas y adolescentes, sin perjuicio de la 
competencia atribuida a los notarios. 

 



4. De la autorización para cancelar el patrimonio de familia inembargable, sin perjuicio de la 
competencia atribuida a los notarios. 

 

5. De la citación judicial para el reconocimiento de hijo extramatrimonial, prevista en la ley. 

 

6. De los permisos a menores de edad para salir del país, cuando haya desacuerdo al respecto 
entre sus representantes legales o entre estos y quienes detenten la custodia y cuidado personal. 

 

7. De la fijación, aumento, disminución y exoneración de alimentos, de la oferta y ejecución de los 
mismos y de la restitución de pensiones alimentarias. 

 

8. De las medidas de protección de la infancia en los casos de violencia intrafamiliar, cuando en el 
lugar no exista comisario de familia, y de los procedimientos judiciales para el restablecimiento de 
derechos de niños, niñas y adolescentes. 

 

9. De las controversias que se susciten entre padres o cónyuges, o entre aquellos y sus hijos 
menores, respecto al ejercicio de la patria potestad y los litigios de igual naturaleza en los que el 
defensor de familia actúa en representación de los hijos. 

 

10. De las diferencias que surjan entre los cónyuges sobre fijación y dirección del hogar, derecho a 
ser recibido en este y obligación de vivir juntos. 

 

11. De la revisión de la declaratoria de adoptabilidad. 

 

12. De la constitución, modificación o levantamiento de la afectación a vivienda familiar, sin 
perjuicio de la competencia atribuida a los notarios. 

 

13. De la licencia para disponer o gravar bienes, en los casos previstos por la ley. 

 

14. De los asuntos de familia en que por disposición legal sea necesaria la intervención del juez o 
este deba resolver con conocimiento de causa, o breve y sumariamente, o con prudente juicio o a 
manera de árbitro. 

 

15. Del divorcio de común acuerdo, sin perjuicio de la competencia atribuida a los notarios. 



 

16. De los conflictos de competencia en asuntos de familia que se susciten entre defensores de 
familia, comisarios de familia, notarios e inspectores de policía. 

 

17. De la protección legal de las personas con discapacidad mental, sin perjuicio de la competencia 
atribuida por la ley a los notarios. 

 

18. Homologación de decisiones proferidas por otras autoridades en asuntos de familia, en los 
casos previstos en la ley. 

 

19. La revisión de las decisiones administrativas proferidas por el defensor de familia, el comisario 
de familia y el inspector de policía en los casos previstos en la ley. 

 

20. Resolver sobre el restablecimiento de derechos de la infancia cuando el defensor de familia o 
el comisario de familia hubiere perdido competencia. 
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ARTÍCULO 22. COMPETENCIA DE LOS JUECES DE FAMILIA EN PRIMERA INSTANCIA. Los jueces de 
familia conocen, en primera instancia, de los siguientes asuntos: 

 

1. De los procesos contenciosos de nulidad, divorcio de matrimonio civil, cesación de efectos 
civiles del matrimonio religioso y separación de cuerpos y de bienes. 

 

2. De la investigación e impugnación de la paternidad y maternidad y de los demás asuntos 
referentes al estado civil que lo modifiquen o alteren. 

 

3. De la liquidación de sociedades conyugales o patrimoniales por causa distinta de la muerte de 
los cónyuges, o cuando la disolución haya sido declarada ante notario, o por juez diferente al de 
familia, sin perjuicio de la competencia atribuida por la ley a los notarios. 

 

4. De la pérdida, suspensión y rehabilitación de la patria potestad y de la administración de los 
bienes de los hijos. 

 

5. De la designación y remoción y determinación de la responsabilidad de guardadores. 

 



6. De la aprobación de las cuentas rendidas por el curador, consejero o administrador de los 
bienes de la persona con discapacidad mental o del albacea, y de la rendición de cuentas sobre la 
administración de los bienes del pupilo. 

 

7. De la interdicción de personas con discapacidad mental absoluta, de la inhabilitación de 
personas con discapacidad mental relativa, y de su rehabilitación, así como de las autorizaciones 
de internación o libertad de personas con discapacidad mental absoluta. 

 

8. De la adopción. 

 

9. De los procesos de sucesión de mayor cuantía, sin perjuicio de la competencia atribuida por la 
ley a los notarios. 

 

10. De la nulidad, reforma y validez del testamento. 

 

11. De la indignidad o incapacidad para suceder y del desheredamiento. 

 

12. De la petición de herencia. 

 

13. De las controversias sobre derechos a la sucesión por testamento o abintestato o por 
incapacidad de los asignatarios. 

 

14. De las acciones relativas a la caducidad, a la inexistencia o a la nulidad de las capitulaciones 
matrimoniales. 

 

15. De la revocación de la donación por causa del matrimonio. 

 

16. Del litigio sobre propiedad de bienes, cuando se discuta si estos son propios del cónyuge o del 
compañero o compañera permanente o si pertenecen a la sociedad conyugal o patrimonial. 

 

17. De las controversias sobre la subrogación de bienes o las compensaciones respecto del 
cónyuge o del compañero o compañera permanente y a cargo de la sociedad conyugal o 
patrimonial o a favor de estas o a cargo de aquellos en caso de disolución y liquidación de la 
sociedad conyugal o patrimonial. 



 

18. De la reivindicación por el heredero sobre cosas hereditarias o por el cónyuge o compañero 
permanente sobre bienes sociales. 

 

19. De la rescisión de la partición por lesión o nulidad en las sucesiones por causa de muerte y la 
liquidación de sociedades conyugales o patrimoniales entre compañeros permanentes. 

 

20. De los procesos sobre declaración de existencia de unión marital de hecho y de la sociedad 
patrimonial entre compañeros permanentes, sin perjuicio de la competencia atribuida a los 
notarios. 

 

21. De la declaración de ausencia y de la declaración de muerte por desaparecimiento, sin 
perjuicio de la competencia atribuida a los notarios. 

 

22. De la sanción prevista en el artículo 1824 del Código Civil. 

 

23. De la restitución internacional de niños, niñas y adolescentes y de la restitución de menores en 
el país. 
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ARTÍCULO 23. FUERO DE ATRACCIÓN. Cuando la sucesión que se esté tramitando sea de mayor 
cuantía, el juez que conozca de ella y sin necesidad de reparto, será competente para conocer de 
todos los juicios que versen sobre nulidad y validez del testamento, reforma del testamento, 
desheredamiento, indignidad o incapacidad para suceder, petición de herencia, reivindicación por 
el heredero sobre cosas hereditarias, controversias sobre derechos a la sucesión por testamento o 
abintestato o por incapacidad de los asignatarios, lo mismo que de los procesos sobre el régimen 
económico del matrimonio y la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, relativos a 
la rescisión de la partición por lesión y nulidad de la misma, las acciones que resulten de la 
caducidad, inexistencia o nulidad de las capitulaciones matrimoniales, la revocación de la donación 
por causa del matrimonio, el litigio sobre la propiedad de bienes, cuando se disputa si estos son 
propios o de la sociedad conyugal, y las controversias sobre subrogación de bienes o las 
compensaciones respecto de los cónyuges y a cargo de la sociedad conyugal o a favor de esta o a 
cargo de aquellos en caso de disolución y liquidación de la sociedad conyugal o sociedad 
patrimonial entre compañeros permanentes. 

 

La solicitud y práctica de medidas cautelares extraprocesales que autorice la ley corresponde al 
juez que fuere competente para tramitar el proceso al que están destinadas. La demanda podrá 
presentarse ante el mismo juez que decretó y practicó la medida cautelar, caso en el cual no será 
sometida a reparto. Las autoridades administrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales 
también podrán decretar y practicar las medidas cautelares extraprocesales autorizadas por la ley. 



 

Salvo norma en contrario, dentro de los veinte (20) días siguientes a la práctica de la medida 
cautelar, el solicitante deberá presentar la demanda correspondiente, so pena de ser levantada 
inmediatamente. En todo caso el afectado conserva el derecho a reclamar, por medio de 
incidente, la liquidación de los perjuicios que se hayan causado. La liquidación de perjuicios se 
sujetará a lo previsto en el artículo 283. 

 

Concordancias 
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ARTÍCULO 24. EJERCICIO DE FUNCIONES JURISDICCIONALES POR AUTORIDADES 
ADMINISTRATIVAS. Las autoridades administrativas a que se refiere este artículo ejercerán 
funciones jurisdiccionales conforme a las siguientes reglas: 

 

1. La Superintendencia de Industria y Comercio en los procesos que versen sobre: 

 

a) Violación a los derechos de los consumidores establecidos en el Estatuto del Consumidor. 
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b) Violación a las normas relativas a la competencia desleal. 

 

2. La Superintendencia Financiera de Colombia conocerá de las controversias que surjan entre los 
consumidores financieros y las entidades vigiladas relacionadas exclusivamente con la ejecución y 
el cumplimiento de las obligaciones contractuales que asuman con ocasión de la actividad 
financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada con el manejo, aprovechamiento e 
inversión de los recursos captados del público. 

 

3. Las autoridades nacionales competentes en materia de propiedad intelectual: 

 

a) La Superintendencia de Industria y Comercio en los procesos de infracción de derechos de 
propiedad industrial. 

 

Concordancias 

 



b) <Literal CONDICIONALMENTE exequible> La Dirección Nacional de Derechos de Autor en los 
procesos relacionados con los derechos de autor y conexos. 

 

Jurisprudencia Vigencia 

 

c) El Instituto Colombiano Agropecuario en los procesos por infracción a los derechos de obtentor 
de variedades vegetales. 

 

4. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> El Ministerio de Justicia y del Derecho, o quien haga sus veces, a 
través de la dependencia que para tales efectos determine la estructura interna, podrá, bajo el 
principio de gradualidad en la oferta, operar servicios de justicia en todos los asuntos 
jurisdiccionales que de conformidad con lo establecido en la Ley 446 de 1998 sobre descongestión, 
eficiencia y acceso a la justicia han sido atribuidos a la Superintendencia de Industria y Comercio, 
Superintendencia Financiera y Superintendencia de Sociedades, así como en los asuntos 
jurisdiccionales relacionados con el trámite de insolvencia de personas naturales no comerciantes 
y los asuntos previstos en la Ley 1098 de 2006 de conocimiento de los defensores y comisarios de 
familia. También podrá asesorar y ejercer la representación judicial de las personas que inicien 
procesos judiciales de declaración de pertenencia con miras al saneamiento de sus propiedades. 

 

Jurisprudencia Vigencia 

 

Concordancias 

 

5. La Superintendencia de Sociedades tendrá facultades jurisdiccionales en materia societaria, 
referidas a: 

 

Concordancias 

 

a) Las controversias relacionadas con el cumplimiento de los acuerdos de accionistas y la ejecución 
específica de las obligaciones pactadas en los acuerdos. 

 

b) La resolución de conflictos societarios, las diferencias que ocurran entre los accionistas, o entre 
estos y la sociedad o entre estos y sus administradores, en desarrollo del contrato social o del acto 
unilateral. 

 



c) La impugnación de actos de asambleas, juntas directivas, juntas de socios o de cualquier otro 
órgano directivo de personas sometidas a su supervisión. Con todo, la acción indemnizatoria a que 
haya lugar por los posibles perjuicios que se deriven del acto o decisión que se declaren nulos será 
competencia exclusiva del Juez. 

 

Concordancias 

 

d) La declaratoria de nulidad de los actos defraudatorios y la desestimación de la personalidad 
jurídica de las sociedades sometidas a su supervisión, cuando se utilice la sociedad en fraude a la 
ley o en perjuicio de terceros, los accionistas y los administradores que hubieren realizado, 
participado o facilitado los actos defraudatorios, responderán solidariamente por las obligaciones 
nacidas de tales actos y por los perjuicios causados. Así mismo, conocerá de la acción 
indemnizatoria a que haya lugar por los posibles perjuicios que se deriven de los actos 
defraudatorios. 

 

e) La declaratoria de nulidad absoluta de la determinación adoptada en abuso del derecho por 
ilicitud del objeto y la de indemnización de perjuicios, en los casos de abuso de mayoría, como en 
los de minoría y de paridad, cuando los accionistas no ejerzan su derecho a voto en interés de la 
compañía con el propósito de causar daño a la compañía o a otros accionistas o de obtener para sí 
o para un tercero ventaja injustificada, así como aquel voto del que pueda resultar un perjuicio 
para la compañía o para los otros accionistas. 

 

<Numeral adicionado por el artículo 91 de la Ley 1676 de 2013. Rige a partir del 20 de febrero de 
2014. El nuevo texto es el siguiente:> La Superintendencia de Sociedades tendrá facultades 
jurisdiccionales en materia de garantías mobiliarias. 

 

Notas de Vigencia 

 

PARÁGRAFO 1o. Las funciones jurisdiccionales a que se refiere este artículo, generan competencia 
a prevención y, por ende, no excluyen la competencia otorgada por la ley a las autoridades 
judiciales y a las autoridades administrativas en estos determinados asuntos. 

 

Cuando las autoridades administrativas ejercen funciones jurisdiccionales, el principio de 
inmediación se cumple con la realización del acto por parte de los funcionarios que, de acuerdo 
con la estructura interna de la entidad, estén habilitados para ello, su delegado o comisionado. 

 

PARÁGRAFO 2o. Las autoridades administrativas que a la fecha de promulgación de esta ley no se 
encuentren ejerciendo funciones jurisdiccionales en las materias precisas que aquí se les 



atribuyen, administrarán justicia bajo el principio de gradualidad de la oferta. De acuerdo con lo 
anterior, estas autoridades informarán las condiciones y la fecha a partir de la cual ejercerán 
dichas funciones jurisdiccionales. 

 

PARÁGRAFO 3o. Las autoridades administrativas tramitarán los procesos a través de las mismas 
vías procesales previstas en la ley para los jueces. 

 

Las providencias que profieran las autoridades administrativas en ejercicio de funciones 
jurisdiccionales no son impugnables ante la jurisdicción contencioso administrativa. 

 

Las apelaciones de providencias proferidas por las autoridades administrativas en primera 
instancia en ejercicio de funciones jurisdiccionales se resolverán por la autoridad judicial superior 
funcional del juez que hubiese sido competente en caso de haberse tramitado la primera instancia 
ante un juez y la providencia fuere apelable. 

 

Cuando la competencia la hubiese podido ejercer el juez en única instancia, los asuntos atribuidos 
a las autoridades administrativas se tramitarán en única instancia. 

 

PARÁGRAFO 4o. Las partes podrán concurrir directamente a los procesos que se tramitan ante 
autoridades administrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales sin necesidad de abogado, 
solamente en aquellos casos en que de haberse tramitado el asunto ante los jueces, tampoco 
hubiese sido necesaria la concurrencia a través de abogado. 

 

PARÁGRAFO 5o. Las decisiones adoptadas en los procesos concursales y de reorganización, de 
liquidación y de validación de acuerdos extrajudiciales de reorganización, serán de única instancia, 
y seguirán los términos de duración previstos en el respectivo procedimiento. 

 

PARÁGRAFO 6o. Las competencias que enuncia este artículo no excluyen las otorgadas por otras 
leyes especiales por la naturaleza del asunto. 

 

Notas de Vigencia 

 

Concordancias 

Inicio   

ARTÍCULO 25. CUANTÍA. Cuando la competencia se determine por la cuantía, los procesos son de 
mayor, de menor y de mínima cuantía. 



 

Son de mínima cuantía cuando versen sobre pretensiones patrimoniales que no excedan el 
equivalente a cuarenta salarios mínimos legales mensuales vigentes (40 smlmv). 

 

Son de menor cuantía cuando versen sobre pretensiones patrimoniales que excedan el 
equivalente a cuarenta salarios mínimos legales mensuales vigentes (40 smlmv) sin exceder el 
equivalente a ciento cincuenta salarios mínimos legales mensuales vigentes (150 smlmv). 

 

Son de mayor cuantía cuando versen sobre pretensiones patrimoniales que excedan el 
equivalente a ciento cincuenta salarios mínimos legales mensuales vigentes (150 smlmv). 

 

El salario mínimo legal mensual a que se refiere este artículo, será el vigente al momento de la 
presentación de la demanda. 

 

Cuando se reclame la indemnización de daños extrapatrimoniales se tendrán en cuenta, solo para 
efectos de determinar la competencia por razón de la cuantía, los parámetros jurisprudenciales 
máximos al momento de la presentación de la demanda. 

 

PARÁGRAFO. <Parágrafo INEXEQUIBLE>  

 

Jurisprudencia Vigencia 

 

Legislación Anterior 

 

Notas de Vigencia 

 

Concordancias 

Inicio   

ARTÍCULO 26. DETERMINACIÓN DE LA CUANTÍA. La cuantía se determinará así: 

 

1. Por el valor de todas las pretensiones al tiempo de la demanda, sin tomar en cuenta los frutos, 
intereses, multas o perjuicios reclamados como accesorios que se causen con posterioridad a su 
presentación. 

 



2. En los procesos de deslinde y amojonamiento, por el avalúo catastral del inmueble en poder del 
demandante. 

 

3. En los procesos de pertenencia, los de saneamiento de la titulación y los demás que versen 
sobre el dominio o la posesión de bienes, por el avalúo catastral de estos. 

 

4. En los procesos divisorios que versen sobre bienes inmuebles por el valor del avalúo catastral y 
cuando versen sobre bienes muebles por el valor de los bienes objeto de la partición o venta. 

 

5. En los procesos de sucesión, por el valor de los bienes relictos, que en el caso de los inmuebles 
será el avalúo catastral. 

 

6. En los procesos de tenencia por arrendamiento, por el valor actual de la renta durante el 
término pactado inicialmente en el contrato, y si fuere a plazo indefinido por el valor de la renta 
de los doce (12) meses anteriores a la presentación de la demanda. Cuando la renta deba pagarse 
con los frutos naturales del bien arrendado, por el valor de aquellos en los últimos doce (12) 
meses. En los demás procesos de tenencia la cuantía se determinará por el valor de los bienes, que 
en el caso de los inmuebles será el avalúo catastral. 

 

7. En los procesos de servidumbres, por el avalúo catastral del predio sirviente. 

 

Concordancias 
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ARTÍCULO 27. CONSERVACIÓN Y ALTERACIÓN DE LA COMPETENCIA. La competencia no variará por 
la intervención sobreviniente de personas que tengan fuero especial o porque dejaren de ser 
parte en el proceso, salvo cuando se trate de un estado extranjero o un agente diplomático 
acreditado ante el Gobierno de la República frente a los cuales la Sala Civil de la Corte Suprema de 
Justicia tenga competencia. 

 

La competencia por razón de la cuantía podrá modificarse solo en los procesos contenciosos que 
se tramitan ante juez municipal, por causa de reforma de demanda, demanda de reconvención o 
acumulación de procesos o de demandas. 

 

Cuando se altere la competencia con arreglo a lo dispuesto en este artículo, lo actuado hasta 
entonces conservará su validez y el juez lo remitirá a quien resulte competente. 

 



Se alterará la competencia cuando la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura 
haya dispuesto que una vez en firme la sentencia deban remitirse los expedientes a las oficinas de 
apoyo u oficinas de ejecución de sentencias declarativas o ejecutivas. En este evento los 
funcionarios y empleados judiciales adscritos a dichas oficinas ejercerán las actuaciones 
jurisdiccionales y administrativas que sean necesarias para seguir adelante la ejecución ordenada 
en la sentencia. 

 

Concordancias 
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ARTÍCULO 28. COMPETENCIA TERRITORIAL. La competencia territorial se sujeta a las siguientes 
reglas: 

 

1. En los procesos contenciosos, salvo disposición legal en contrario, es competente el juez del 
domicilio del demandado. Si son varios los demandados o el demandado tiene varios domicilios, el 
de cualquiera de ellos a elección del demandante. Cuando el demandado carezca de domicilio en 
el país, será competente el juez de su residencia. Cuando tampoco tenga residencia en el país o 
esta se desconozca, será competente el juez del domicilio o de la residencia del demandante. 

 

2. En los procesos de alimentos, nulidad de matrimonio civil y divorcio, cesación de efectos civiles, 
separación de cuerpos y de bienes, declaración de existencia de unión marital de hecho, 
liquidación de sociedad conyugal o patrimonial y en las medidas cautelares sobre personas o 
bienes vinculados a tales procesos o a la nulidad de matrimonio católico, será también 
competente el juez que corresponda al domicilio común anterior, mientras el demandante lo 
conserve. 

 

En los procesos de alimentos, pérdida o suspensión de la patria potestad, investigación o 
impugnación de la paternidad o maternidad, custodias, cuidado personal y regulación de visitas, 
permisos para salir del país, medidas cautelares sobre personas o bienes vinculados a tales 
procesos, en los que el niño, niña o adolescente sea demandante o demandado, la competencia 
corresponde en forma privativa al juez del domicilio o residencia de aquel. 

 

3. En los procesos originados en un negocio jurídico o que involucren títulos ejecutivos es también 
competente el juez del lugar de cumplimiento de cualquiera de las obligaciones. La estipulación de 
domicilio contractual para efectos judiciales se tendrá por no escrita. 

 

4. En los procesos de nulidad, disolución y liquidación de sociedades, y en los que se susciten por 
controversias entre los socios en razón de la sociedad, civil o comercial, aun después de su 
liquidación, es competente el juez del domicilio principal de la sociedad. 

 



5. En los procesos contra una persona jurídica es competente el juez de su domicilio principal. Sin 
embargo, cuando se trate de asuntos vinculados a una sucursal o agencia serán competentes, a 
prevención, el juez de aquel y el de esta. 

 

6. En los procesos originados en responsabilidad extracontractual es también competente el juez 
del lugar en donde sucedió el hecho. 

 

7. En los procesos en que se ejerciten derechos reales, en los divisorios, de deslinde y 
amojonamiento, expropiación, servidumbres, posesorios de cualquier naturaleza, restitución de 
tenencia, declaración de pertenencia y de bienes vacantes y mostrencos, será competente, de 
modo privativo, el juez del lugar donde estén ubicados los bienes, y si se hallan en distintas 
circunscripciones territoriales, el de cualquiera de ellas a elección del demandante. 

 

8. En los procesos concursales y de insolvencia, será competente, de manera privativa, el juez del 
domicilio del deudor. 

 

9. En los procesos en que la nación sea demandante es competente el juez que corresponda a la 
cabecera de distrito judicial del domicilio del demandado y en los que la nación sea demandada, el 
del domicilio que corresponda a la cabecera de distrito judicial del demandante. 

 

Cuando una parte esté conformada por la nación y cualquier otro sujeto, prevalecerá el fuero 
territorial de aquella. 

 

10. En los procesos contenciosos en que sea parte una entidad territorial, o una entidad 
descentralizada por servicios o cualquier otra entidad pública, conocerá en forma privativa el juez 
del domicilio de la respectiva entidad. 

 

Cuando la parte esté conformada por una entidad territorial, o una entidad descentralizada por 
servicios o cualquier otra entidad pública y cualquier otro sujeto, prevalecerá el fuero territorial de 
aquellas. 

 

11. En los procesos de propiedad intelectual y de competencia desleal es también competente el 
juez del lugar donde se haya violado el derecho o realizado el acto, o donde este surta sus efectos 
si se ha realizado en el extranjero, o el del lugar donde funciona la empresa, local o 
establecimiento o donde ejerza la actividad el demandado cuando la violación o el acto esté 
vinculado con estos lugares. 

 



12. En los procesos de sucesión será competente el juez del último domicilio del causante en el 
territorio nacional, y en caso de que a su muerte hubiere tenido varios, el que corresponda al 
asiento principal de sus negocios. 

 

13. En los procesos de jurisdicción voluntaria la competencia se determinará así: 

 

a) En los de guarda de niños, niñas o adolescentes, interdicción y guarda de personas con 
discapacidad mental o de sordomudo, será competente el juez de la residencia del incapaz. 

 

b) En los de declaración de ausencia o de muerte por desaparecimiento de una persona conocerá 
el juez del último domicilio que el ausente o el desaparecido haya tenido en el territorio nacional. 

 

c) En los demás casos, el juez del domicilio de quien los promueva. 

 

14. Para la práctica de pruebas extraprocesales, de requerimientos y diligencias varias, será 
competente el juez del lugar donde deba practicarse la prueba o del domicilio de la persona con 
quien debe cumplirse el acto, según el caso. 

 

Concordancias 
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ARTÍCULO 29. PRELACIÓN DE COMPETENCIA. Es prevalente la competencia establecida en 
consideración a la calidad de las partes. 

 

Las reglas de competencia por razón del territorio se subordinan a las establecidas por la materia y 
por el valor. 

 

Concordancias 
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ARTÍCULO 30. COMPETENCIA DE LA SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. 
La Corte Suprema de Justicia conoce en Sala de Casación Civil: 

 

1. De los recursos de casación. 

 

2. De los recursos de revisión que no estén atribuidos a los tribunales superiores. 



 

3. Del recurso de queja cuando se niegue el de casación. 

 

4. Del exequátur de sentencias proferidas en país extranjero, sin perjuicio de lo estipulado en los 
tratados internacionales. 

 

5. Del exequátur de laudos arbitrales proferidos en el extranjero, de conformidad con las normas 
que regulan la materia. 

 

6. De los procesos contenciosos en que sea parte un Estado extranjero, un agente diplomático 
acreditado ante el Gobierno de la República, en los casos previstos por el derecho internacional. 

 

7. Del recurso de revisión contra laudos arbitrales que no estén atribuidos a la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo. 

 

8. De las peticiones de cambio de radicación de un proceso o actuación de carácter civil, comercial, 
agrario o de familia, que implique su remisión de un distrito judicial a otro. 

 

El cambio de radicación se podrá disponer excepcionalmente cuando en el lugar en donde se esté 
adelantando existan circunstancias que puedan afectar el orden público, la imparcialidad o la 
independencia de la administración de justicia, las garantías procesales o la seguridad o integridad 
de los intervinientes. A la solicitud de cambio de radicación se adjuntarán las pruebas que se 
pretenda hacer valer y se resolverá de plano por auto que no admite recursos. La solicitud de 
cambio de radicación no suspende el trámite del proceso. 

 

Adicionalmente, podrá ordenarse el cambio de radicación cuando se adviertan deficiencias de 
gestión y celeridad de los procesos, previo concepto de la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura. 

 

Notas de Vigencia 

 

PARÁGRAFO. El Procurador General de la Nación o el Director de la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado también están legitimados para solicitar el cambio de radicación previsto en el 
numeral 8. 

 



Notas de Vigencia 

 

Concordancias 
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ARTÍCULO 31. COMPETENCIA DE LAS SALAS CIVILES DE LOS TRIBUNALES SUPERIORES. Los 
tribunales superiores de distrito judicial conocen, en sala civil: 

 

1. De la segunda instancia de los procesos que conocen en primera los jueces civiles de circuito. 

 

2. De la segunda instancia de los procesos que conocen en primera instancia las autoridades 
administrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales, cuando el juez desplazado en su 
competencia sea el juez civil del circuito. En estos casos, conocerá el tribunal superior del distrito 
judicial de la sede principal de la autoridad administrativa o de la sede regional correspondiente al 
lugar en donde se adoptó la decisión, según fuere el caso. 

 

Notas de Vigencia 

 

3. Del recurso de queja contra los autos que nieguen apelaciones de providencias proferidas por 
las autoridades mencionadas en los numerales anteriores. 

 

4. Del recurso de revisión contra las sentencias dictadas por los jueces civiles de circuito, civiles 
municipales y de pequeñas causas, y por las autoridades administrativas cuando ejerzan funciones 
jurisdiccionales. 

 

5. Del recurso de anulación contra laudos arbitrales que no esté atribuido a la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo. 

 

6. De las peticiones de cambio de radicación de un proceso o actuación, que implique su remisión 
al interior de un mismo distrito judicial, de conformidad con lo previsto en el numeral 8 del 
artículo 30. 

 

Notas de Vigencia 

 



PARÁGRAFO. El Procurador General de la Nación o el Director de la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado también están legitimados para solicitar el cambio de radicación previsto en el 
numeral 6. 

 

Notas de Vigencia 

 

Concordancias 
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ARTÍCULO 32. COMPETENCIA DE LAS SALAS DE FAMILIA DE LOS TRIBUNALES SUPERIORES. Los 
tribunales superiores de distrito judicial conocen, en sala de familia: 

 

1. De la segunda instancia de los procesos que se tramiten en primera instancia ante los jueces de 
familia y civiles del circuito en asuntos de familia. 

 

2. Del recurso de queja contra los autos que nieguen apelaciones de providencias dictadas por los 
jueces de familia. 

 

3. Del recurso de revisión contra las sentencias dictadas en asuntos de familia por los jueces de 
familia y civiles. 

 

4. Del levantamiento de la reserva de las diligencias administrativas o judiciales de adopción. 

 

5. De las peticiones de cambio de radicación de un proceso o actuación de familia, que implique su 
remisión al interior de un mismo distrito judicial, de conformidad con lo previsto en el numeral 8 
del artículo 30. 

 

Notas de Vigencia 

 

6. De los demás asuntos de familia que en segunda instancia le asigne la ley. 

 

PARÁGRAFO. El Procurador General de la Nación o el Director de la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado también están legitimados para solicitar el cambio de radicación previsto en el 
numeral 5. 

 



Notas de Vigencia 
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ARTÍCULO 33. COMPETENCIA FUNCIONAL DE LOS JUECES CIVILES DEL CIRCUITO. Los jueces civiles 
del circuito conocerán en segunda instancia: 

 

1. De los procesos atribuidos en primera a los jueces municipales, incluso los asuntos de familia, 
cuando en el respectivo circuito no haya juez de familia. 

 

2. De los procesos atribuidos en primera a las autoridades administrativas en ejercicio de 
funciones jurisdiccionales, cuando el juez desplazado en su competencia sea el juez civil municipal. 
En estos casos, conocerá el juez civil del circuito de la sede principal de la autoridad administrativa 
o de la sede regional correspondiente al lugar en donde se adoptó la decisión, según fuere el caso. 

 

Notas de Vigencia 

 

3. Del recurso de queja contra los autos que nieguen apelaciones de providencias proferidas por 
las autoridades mencionadas en los numerales anteriores. 

 

Concordancias 
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ARTÍCULO 34. COMPETENCIA FUNCIONAL DE LOS JUECES DE FAMILIA. Corresponde a los jueces de 
familia conocer en segunda instancia de los procesos de sucesión de menor cuantía atribuidos en 
primera al juez municipal, de los demás asuntos de familia que tramite en primera instancia el juez 
municipal, así como del recurso de queja de todos ellos. 

 

CAPÍTULO II.  

 

MODO DE EJERCER SUS ATRIBUCIONES LA CORTE Y LOS TRIBUNALES.  

Inicio   

ARTÍCULO 35. ATRIBUCIONES DE LAS SALAS DE DECISIÓN Y DEL MAGISTRADO SUSTANCIADOR. 
Corresponde a las salas de decisión dictar las sentencias y los autos que decidan la apelación 
contra el que rechace el incidente de liquidación de perjuicios de condena impuesta en abstracto o 
el que rechace la oposición a la diligencia de entrega o resuelva sobre ella. El magistrado 
sustanciador dictará los demás autos que no correspondan a la sala de decisión. 

 



Los autos que resuelvan apelaciones, dictados por la sala o por el magistrado sustanciador, no 
admiten recurso. 

 

A solicitud del magistrado sustanciador, la sala plena especializada o única podrá decidir los 
recursos de apelación interpuestos contra autos o sentencias, cuando se trate de asuntos de 
trascendencia nacional, o se requiera unificar la jurisprudencia o establecer un precedente judicial. 

 

Concordancias 
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ARTÍCULO 36. AUDIENCIAS Y DILIGENCIAS. Las audiencias y diligencias que realicen los jueces 
colegiados serán presididas por el ponente, y a ellas deberán concurrir todos los magistrados que 
integran la Sala, so pena de nulidad. 

 

Concordancias 

 

TÍTULO II.  

 

COMISIÓN.  
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ARTÍCULO 37. REGLAS GENERALES. La comisión solo podrá conferirse para la práctica de pruebas 
en los casos que autoriza el artículo 171, para la de otras diligencias que deban surtirse fuera de la 
sede del juez del conocimiento, y para secuestro y entrega de bienes en dicha sede, en cuanto 
fuere menester. No podrá comisionarse para la práctica de medidas cautelares extraprocesales. 

 

La comisión podrá consistir en la solicitud, por cualquier vía expedita, de auxilio a otro servidor 
público para que realice las diligencias necesarias que faciliten la práctica de las pruebas por 
medio de videoconferencia, teleconferencia o cualquier otro medio idóneo de comunicación 
simultánea. 

 

Cuando se ordene practicar medidas cautelares antes de la notificación del auto admisorio de la 
demanda o del mandamiento ejecutivo, a petición y costa de la parte actora y sin necesidad de 
que el juez lo ordene, se anexará al despacho comisorio una copia del auto admisorio de la 
demanda o del mandamiento ejecutivo, para efectos de que el comisionado realice la notificación 
personal. 

 



El retiro y entrega de copias de la demanda y sus anexos así como la fecha a partir de la cual debe 
computarse el término de traslado de la demanda, estará sujeto a lo previsto en el artículo 91 de 
este código. 

 

Cuando el despacho judicial comitente y el comisionado tengan habilitado el Plan de Justicia 
Digital, no será necesaria la remisión física de dichos documentos por parte del comitente. 
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ARTÍCULO 38. COMPETENCIA. La Corte podrá comisionar a las demás autoridades judiciales. Los 
tribunales superiores y los jueces podrán comisionar a las autoridades judiciales de igual o de 
inferior categoría. 

 

Podrá comisionarse a las autoridades administrativas que ejerzan funciones jurisdiccionales o 
administrativas en lo que concierne a esa especialidad. 

 

Cuando no se trate de recepción o práctica de pruebas podrá comisionarse a los alcaldes y demás 
funcionarios de policía, sin perjuicio del auxilio que deban prestar, en la forma señalada en el 
artículo anterior. 

 

El comisionado deberá tener competencia en el lugar de la diligencia que se le delegue, pero 
cuando esta verse sobre inmuebles ubicados en distintas jurisdicciones territoriales podrá 
comisionarse a cualquiera de las mencionadas autoridades de dichos territorios, la que ejercerá 
competencia en ellos para tal efecto. 

 

El comisionado que carezca de competencia territorial para la diligencia devolverá 
inmediatamente el despacho al comitente. La nulidad por falta de competencia territorial del 
comisionado podrá alegarse hasta el momento de iniciarse la práctica de la diligencia. 

 

Notas del Editor 
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ARTÍCULO 39. OTORGAMIENTO Y PRÁCTICA DE LA COMISIÓN. La providencia que confiera una 
comisión indicará su objeto con precisión y claridad. El despacho que se libre llevará una 
reproducción del contenido de aquella, de las piezas que haya ordenado el comitente y de las 



demás que soliciten las partes, siempre que suministren las expensas en el momento de la 
solicitud. En ningún caso se remitirá al comisionado el expediente original. 

 

Cuando el despacho judicial comitente y el comisionado tengan habilitado el Plan de Justicia 
Digital, se le comunicará al juez comisionado la providencia que confiere la comisión sin necesidad 
de librar despacho comisorio y se le dará acceso a la totalidad del expediente. 

 

Cuando la comisión tenga por objeto la práctica de pruebas el comitente señalará el término para 
su realización, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 121. En los demás casos, el 
comisionado fijará para tal efecto el día más próximo posible y la hora para su iniciación, en auto 
que se notificará por estado. 

 

Concluida la comisión se devolverá el despacho al comitente, sin que sea permitido al comisionado 
realizar ninguna actuación posterior. 

 

El comisionado que incumpla el término señalado por el comitente o retarde injustificadamente el 
cumplimiento de la comisión será sancionado con multa de cinco (5) a diez (10) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes (smlmv) que le será impuesta por el comitente. 
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ARTÍCULO 40. PODERES DEL COMISIONADO. El comisionado tendrá las mismas facultades del 
comitente en relación con la diligencia que se le delegue, inclusive las de resolver reposiciones y 
conceder apelaciones contra las providencias que dicte, susceptibles de esos recursos. Sobre la 
concesión de las apelaciones que se interpongan se resolverá al final de la diligencia. 

 

Toda actuación del comisionado que exceda los límites de sus facultades es nula. La nulidad podrá 
alegarse a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes al de la notificación del auto que 
ordene agregar el despacho diligenciado al expediente. La petición de nulidad se resolverá de 
plano por el comitente, y el auto que la decida solo será susceptible de reposición. 
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ARTÍCULO 41. COMISIÓN EN EL EXTERIOR. Cuando la diligencia haya de practicarse en territorio 
extranjero, el juez, según la naturaleza de la actuación y la urgencia de la misma, y con arreglo a 
los tratados y convenios internacionales de cooperación judicial, podrá: 

 



1. Enviar carta rogatoria, por conducto del Ministerio de Relaciones Exteriores, a una de las 
autoridades judiciales del país donde ha de practicarse la diligencia, a fin de que la practique y 
devuelva por conducto del agente diplomático o consular de Colombia o el de un país amigo. 

 

2. Comisionar directamente al cónsul o agente diplomático de Colombia en el país respectivo para 
que practique la diligencia de conformidad con las leyes nacionales y la devuelva directamente. 
Los cónsules y agentes diplomáticos de Colombia en el exterior quedan facultados para practicar 
todas las diligencias judiciales para las cuales sean comisionados. 

 

Para los procesos concursales y de insolvencia se aplicarán los mecanismos de coordinación, 
comunicación y cooperación previstos en el régimen de insolvencia transfronteriza. 
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ARTÍCULO 42. DEBERES DEL JUEZ. Son deberes del juez: 

 

1. Dirigir el proceso, velar por su rápida solución, presidir las audiencias, adoptar las medidas 
conducentes para impedir la paralización y dilación del proceso y procurar la mayor economía 
procesal. 

 

2. Hacer efectiva la igualdad de las partes en el proceso, usando los poderes que este código le 
otorga. 

 

3. Prevenir, remediar, sancionar o denunciar por los medios que este código consagra, los actos 
contrarios a la dignidad de la justicia, lealtad, probidad y buena fe que deben observarse en el 
proceso, lo mismo que toda tentativa de fraude procesal. 

 

4. Emplear los poderes que este código le concede en materia de pruebas de oficio para verificar 
los hechos alegados por las partes. 

 



5. Adoptar las medidas autorizadas en este código para sanear los vicios de procedimiento o 
precaverlos, integrar el litisconsorcio necesario e interpretar la demanda de manera que permita 
decidir el fondo del asunto. Esta interpretación debe respetar el derecho de contradicción y el 
principio de congruencia. 

 

6. Decidir aunque no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido, o aquella sea oscura o 
incompleta, para lo cual aplicará las leyes que regulen situaciones o materias semejantes, y en su 
defecto la doctrina constitucional, la jurisprudencia, la costumbre y los principios generales del 
derecho sustancial y procesal. 

 

7. Motivar la sentencia y las demás providencias, salvo los autos de mero trámite. 

 

La sustentación de las providencias deberá también tener en cuenta lo previsto en el artículo 7 
sobre doctrina probable. 


